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Organizacion de la Guinea Española 
en la segunda mitad del siglo XIX 

Mariano L. de CASTRO ANTOLÍN 
A.E.A 

Aunque Juan José de Lerena había dotado en 1843 de un primer esquema 
organizativo a la colonia de Santa Isabel, no va a ser hasta 1858 cuando se 
intente establecer una base administrativa estructurada capaz de responder a 
los planteamientos coloniales. En la exposición del Real Decreto de 13 de 
diciembre de 1858, por el que se organiza la colonia, se manifiestan como 
objetivos del Gobierno: establecer de manera efectiva la propiedad de los 
dominios, proteger a personas y propiedades, proyectar sobre ellas la religión 
y cultura españolas, estimular el comercio y, finalmente, llevar a cabo la 
colonización. 

De acuerdo con éstos planteamientos se dota a la Colonia de un cuerpo de 
autoridades y funcionarios que suponen un principio de administración, que 
nace con un afán evolutivo, ya que el desarrollo colonial habría de dar lugar a 
una administración progresivamente más compleja, es decir, se establece una 
administración en armonía con las necesidades de la Colonia. 

En la cúspide administrativa se encuentra el Gobernador, que había de 
tener la categoría de brigadier o, al menos, de coronel, con residencia en Santa 
Isabel y mandato por tres años. La adscripción del gobierno de la colonia a la 
jerarquía militar está en concordancia con el deseo de sostener la soberanía 
española en ella ante cualquier posible eventualidad, y proteger a las personas 
y propiedades. Además era una consecuencia lógica del artículo primero del 
Real Decreto, que responsabiliza al Ministerio de la Guerra y Ultramar de la 
colonización de los territorios del Golfo de Guinea, lo que supone también una 
dependencia directa de la Colonia respecto al Gobierno de Madrid. En éste 
sentido hemos de señalar que en 1863 se crea el Ministerio de Ultramar, si bien 
responde al nuevo sesgo que toman los asuntos ultramarinos y a peculiarida­
des internas del Ejecutivo metropolitano, más que a la incorporación real de 
los territorios del Golfo de Guinea a la Corona de España 1• La segregación del 

1 Vid. Sánchez, Agustín. "La estructura administrativa del Estado en materia colonial y las posesio­
nes del Gol fo de Guinea ( L 858-1899), en Estudios Africanos, vol. VIII, n' 14-15, Madrid, 1994, pp. 83-1 OO. 
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Ministerio de Ultramar tendrá su repercusión en Guinea años más tarde, pues 
los Gobernadores ya no pertenecerán al Ejército, sino a la Armada. 

Con todo, se dotaba al Gobernador de amplias facultades para actuar, 
dadas las peculiaridades del país, ya que reunía en su persona el poder civil y 
militar, señalándose en éste punto que le eran asignadas las atribuciones que 
para los virreyes de Indias se establecían en las ordenanzas de la Armada. La 
pertinencia de ésta precisión viene indicada por el deseo de evitar los celos que 
podrían tener los oficiales de la Marina por estar a las órdenes de un jefe del 
Ejército, como ocurrió en 1779 entre el Conde de Argelejo y Varela Ulloa. 

Ahora bien, aunque era el Ministerio de la Guerra y Ultramar el que debía 
dirigir la colonización, había de ponerse de acuerdo con el de Marina para 
determinar los buques de guerra que debían de enviarse, así como las condi­
ciones de ésta colaboración, con lo que se da notable relevancia a la Armada, 
pues se establece que, en el Consejo de la Colonia, el jefe de las fuerzas 
navales ocupara el lugar inmediato inferior al del Gobernador, además, en los 
asuntos que afectasen directamente a la Marina, habían de ponerse de acuerdo 
el Gobernador y el jefe de las fuerzas navales. 

Para el desempeño de sus tareas el gobernador estaría auxiliado por un 
Consejo formado por el Superior de la misión jesuítica, el Administrador, el 
Asesor y el Secretario, además del jefe de las fuerzas navales, que ocuparía un 
lugar relevante. Entre las funciones del Consejo la fundamental era la de ase­
sorar al Gobernador, que era el único que tenia poder ejecutivo. Solamente en 
el caso de que el Consejo se constituyera en tribunal de apelación de los fallos 
del Asesor, el Gobernador no tenía el poder decisorio. En éste supuesto, el 
Asesor no formaría parte del Consejo. 

Otra de sus funciones era la de intervenir en la utilización de los fondos 
dispuestos para el fomento de la Colonia. En éste caso, la participación del 
Administrador se consideraba precisa. Un detalle, a pesar de la amplitud de 
sus facultades, el Gobernador debía informar de manera explícita al Ministro 
de todas las cuestiones que supusieran la utilización de fondos. 

Por lo demás, el Consejo debía reunirse necesariamente para los asuntos 
graves, y para todos aquellos que el Gobernador considerara oportunos. Así, 
era preceptivo oírlo para la concesión de tierras a los colonos. 

Para la gestión de la Colonia se destinan los funcionarios que se conside­
ran imprescindibles: 

- un ~.dministrador encargado de los asuntos administrativos y económicos, 
auxiliado por un Oficial Interventor. 

- un Secretario letrado y un Oficial. 

- un Comisario especial de Fomento. 

- un Asesor, encargado de la Administración de justicia y de todo lo refe-
rente a cuestiones legales. 
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- un Escribano Notario de Reinos para todos aquellos menesteres que preci-
sarán de un individuo investido de la fe pública. 

- un Intérprete versado en inglés, francés y portugués. 
- un Ingeniero de Montes que orientase acerca del desmonte de los terrenos incultos. 
- los individuos de Sanidad militar que se considerasen precisos para aten-

der las necesidades tanto de los efectivos militares como de la población en 
general. 

Aunque no eran funcionarios, podemos englobar también en el esquema 
organizativo a los misioneros, a los que se atribuía una notable relevancia, y el 
Superior era uno de los componentes del Consejo de Gobierno de la Colonia. 

Todas éstas autoridades y funcionarios van a verse favorecidos por unos 
elevados sueldos: 

El Gobernador gozaría de un sueldo de 6.000 pesos anuales y 2.000 de 
gastos de representación; el Secretario, el Administrador y el Asesor percibi­
rían 3.000 pesos cada uno; el Intérprete, el Ingeniero de Montes y el 
Comisario especial de Fomento recibirían 2.000 pesos cada uno, y los dos 
últimos una gratificación de 1.000 pesos para gastos; el Oficial Interventor y 
el Escribano Notario percibirían 1.500 pesos cada uno, y el Oficial de la 
Secretaría del Gobierno obtendría 1.000 pesos. La Misión jesuítica dispondría 
de 6.000 pesos, de los que daría cuenta al Gobernador, y éste informaría al 
Ministro. 

Como puede observarse la composición funcionarial tenía una innegable 
impronta colonizadora. La misma orientación tenía el presupuesto de gastos 
de la Colonia, pues en él se dedican 25.000 pesos anuales al fomento del país, 
y 50.000 para auxilio de los colonos en el primer año de su estancia en la 
Colonia. También, por una sola vez, se destinan 100.000 pesos para gastos de 
instalación. Los gastos que habría de suponer el mantenimiento de las fuerzas 
navales y terrestres necesarias para el mantenimiento de la autoridad, proteger 
el comercio nacional y hacer conocer el pabellón español por aquellos mares, 
no está especificado en el Real Decreto, si bien eran cuantiosos, como se per­
cibe en los presupuestos de gastos de los años posteriores. 

El 15 de diciembre de 1858 un Real Decreto2 viene a regular la actuación 
del Ejército en la Colonia, y para ello manda organizar una Compañía de 
Infantería en Aranjuez en enero de 1859, por medio del alistamiento volunta­
rio, siendo preferidos aquellos soldados que tuvieran un oficio útil para el des­
arrollo de la colonia (carpinteros, albañiles, labradores ... ). Del total de la 
Compañía, ciento treinta hombres serían reclutados en el arma de Infantería, y 
los veinte restantes -entre ellos un sargento segundo- en el de Artiliería. El 
servicio y ocupaciones de la Compañía en Fernando Póo no habría de ser pura-

2 Gaceta de Madrid, de 3 de enero de 1859. 
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mente militar, y a veces tendría que ser empleada en obras de utilidad común. 
Las ventajas económicas, la consideración de doble abono para retiros, pre­
mios de constancia, del tiempo servido en la Compañía, la posibilidad de obte­
ner tierras en Femando Póo al licenciarse, muestran el interés con que el 
Ministerio de la Guerra y Ultramar atiende la colonización. Pocos días des­
pués, será nombrado primer capitán de la Compañía Francisco Rodríguez 
Toubes, y capitán de Artillería, Manuel Corsini y Pérez. 

A pesar de la minuciosidad con que se organizó la Compañía de guarni­
ción, las enfermedades prendieron en ella, por lo que nunca llegó a los 150 sol­
dados, siendo su número oscilante en tomo a los cien o, a lo sumo, ciento vein­
te. La presencia de emancipados cubanos desde 1862 hace posible que alguno 
de ellos forme parte de la Compañía, como Cirilo Chumbo, Celestino Pendí o 
Norberto Malanga, llegando a significar en algún momento hasta el 20 % de 
la guarnición. 

En conjunto, los gastos que se presupuestan para Guerra suponen una can­
tidad que oscila en tomo a los 52.000 pesos3 hasta 1868, momento en que la 
Compañía será disuelta. 

Las fuerzas navales empleadas en la colonia se componían de un bergantín 
goleta de 6 cañones, una goleta de hélice de 80 caballos, un vapor transporte 
de 120 caballos y dos pontones, aunque en 1866 se suprime uno de los ponto­
nes y se reducen fuerzas del Ejército y de la Infantería de Marina4. 

En suma, las atenciones de la Marina suponían en el presupuesto de 1860 
la suma de 182.885 pesos, y en 1868, 217.257 pesos. 

Conviene observar, con carácter general, que los presupuestos de gastos 
indican más un deseo que una realidad, ya que nunca se invirtieron las canti­
dades asignadas, bien por falta de libramiento, bien por la existencia de crédi­
tos especiales para atender cuestiones concretas. De todas formas, la impor­
tancia de la Marina era incuestionable, como puede verse en los presupuestos 
del quinquenio 1859-1863 que se distribuirían así: 

suma suma cantidad cantidad 
Año presupuestada invertida destinada destinada al 

a Marina resto de ramos 

1859 274.548'40 115.331 '03 64.985'78 50.345'25 
1860 295.754'86 175.818'1 l 88.788'27 87.029'84 
1861 336.948'62 205.675'08 122.467' 13 83.207'95 
1862 304.573'08 161.612'27 74.864'26 86.748'01 
1863 309.946'54 184.871 '67 81.039'86 103.831'81 5 

3 Conviene tener en cuenta que un peso equivalía a 20 reales; un escudo, a diez reales y una peseta a 
cuatro reales. 

4 Vid. Gaceta de Madrid de 1 O de junio de 1866. 
5 Archivo General de la Administración, Africa. Guinea. caja 78 l, exp. 14. 
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Los capitales destinados a Femando Póo se consignan en el presupuesto de 
Cuba, al mantener el principio de que una colonia floreciente ayudara a otra en 
su desarrollo. 

En suma, el Gobierno acometía la empresa colonial con sistema y resolu­
ción, y destinaba a la realización de sus propósitos los recursos necesarios a 
las proposiciones que quería darles. 

Las ideas colonizadoras se proyectan también en el mantenimiento de cri­
terios favorables al asentamiento de colonos, pues se conceden terrenos gra­
tuitos a aquellas personas o empresas que establecieran almacenes o factorías. 
En el caso de extranjeros, éstos tendrían que pagar un canon anual redimible. 
Las concesiones se revocarían si en dos años no se hubiera verificado activi­
dad colonizadora en ellas. Los terrenos puestos en cultivo estarían exentos de 
impuestos y contribuciones durante los primeros cinco años. Aquellas conce­
siones realizadas por los anteriores gobernadores (Beecroft, Lynslager) eran 
confirmadas, otorgando a sus posesores nuevos títulos de propiedad. 

Para favorecer la colonización se proyectaba conducir gratuitamente a 
Femando Póo a quienes lo solicitasen, aunque los colonos sólo podrían acce­
der a todos los beneficios indicados en tanto ejercieran algún arte u oficio. Una 
Real Orden, publicada al lado del Real Decreto, ofrecía la información preci­
sa, que en aquellos momentos disponía el Gobierno, para atraer a los posibles 
colonos o empresas comerciales. Esta información es favorable para Femando 
Póo, menos para Corisco, y desfavorable para Annobón. 

Para facilitar el comercio y la colonización se habría de encargar el 
Ministerio de Ultramar de establecer comunicaciones periódicas con la 
Colonia, lo que habría de atraer el interés de comerciantes y colonos, y se evi­
taba depender de los vapores-correo ingleses. Del mismo modo, se mantienen 
los derechos de importación (5%), exportación (2,5%), y anclaje existentes 
desde la época de Beecroft. Los artículos en depósito solo pagarían derechos 
de almacenamiento (1 %). 

Esta organización habría de apoyar y proteger el desarrollo de la Colonia 
que se encomienda a particulares, ya que el Gobierno "tiene la firme resolu­
ción de dejar a cada particular la responsabilidad de sus actos, única manera 
de evitar que se cree una situación artificial y por lo tanto deleznable"6. 

A pesar de la completa administración establecida por el Gobierno, no 
llegó a proporcionar los resultados esperados, ya que el interés particular, 
sobre el que habían de basarse, no se llegó a despertar, por lo que el Gobierno 
hubo de llevar a cabo un papel sustitutorio. Así ocurrió, por ejemplo, en el 
comercio de vituallas, del que había de encargarse el Gobernador para evitar 

6 Sobre los comienzos de la actividad colonizadora vid. De Castro, Mariano, y De la Calle, M." Luisa, 
Los orígenes de la colonización espaíiola en Guinea Ecuatorial (1778-1860), Valladolid, l 992, 
capítulo XI. 
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carencias, pero "proponiéndose a renunciar a él tan pronto como hubiese un 
individuo o empresa que hiciese innecesario el que el Gobierno tomara sobre 
sí una atención que es ajena a su elevada misión". 

El poco éxito que tuvo la llamada al comercio fue debido a la presión bri­
tánica, que haciendo un uso arbitrario del tratado de 1835, cerraba de hecho los 
mares africanos a los mercantes españoles, como manifestaban las Juntas de 
Comercio de Málaga y Valencia. 

El establecimiento de una línea marítima regular que anudase lazos entre 
la metrópoli y las posesiones y fortaleciese el "sentimiento de su nacionali­
dad", tampoco se logró, al no aceptar el Gobierno las propuestas de Francisco 
Senmartí y Brugués y Compañía, del comercio de Barcelona, para constituir 
una "Sociedad española de navegación y comercio de África", con lo que se 
mantenía la dependencia de los vapores-correo británicos. 

La colonización agrícola también fracasó, pues no se crearon condiciones 
satisfactorias para acoger a los colonos. Los 128 que llegaron en 1859 enfer­
maron a los pocos meses y volvieron a la Península entre este año y 1860. 

La labor misional y la expansión de la cultura española encontraron nume­
rosas dificultades, pues se proyectaban, o bien sobre una población satisfecha 
de sus paradigmas culturales y religiosos ingleses, y que tenía una suspicaz 
prevención contra los españoles; o bien sobre los bubis, con los que en princi­
pio era dificil entenderse, así como vencer su desconfianza. 

La protección de personas y propiedades pudo realizarse en Femando Póo, 
pero en Corisco y las Elobey era mucho más complicada, porque Francia 
argüía derechos sobre éstas islas, donde se estableció un gobierno indirecto a 
través del rey Munga en Corisco y del rey Bonkoro en Cabo San Juan. 

Uno de los mayores problemas de ésta organización fue la poca estabili­
dad de los funcionarios, ya que por enfermedad, por muerte, por licencia a los 
tres años o por cambio de destino, la realidad fue que la administración de 
Femando P6o estuvo sujeta a una notable inestabilidad, y al predominio de los 
interinos y de los idóneos. Este rasgo será característico de todo el período. Un 
ejemplo, el 19 de diciembre de 1858 fue nombrado Adolfo Guerrero 
Administrador de Rentas de la Colonia, pero ya en octubre de 1859 era Paulino 
Yáñez Rivadeneira quien servía el puesto y, cesante poco más tarde, ( 14 de 
abril de 1860) se harán cargo de él de forma interina el comandante Ricardo 
González Gil y Carlos de Rojas, siendo nombrado poco después José Muñoz 
y Gaviría, que lo cumpliría hasta marzo de 1865, momento en que obtuvo otro 
cargo en la Península, siendo nombrado como sustituto Antonio Caamaño el 
1 O de abril de 1865. Declarado vacante éste destino el 11 de mayo de 1866, lo 
servirá de forma interina Heroldo Reinlein, oficial primero del cuerpo admi­
nistrativo del Ejército, siendo nombrado este mismo mes José Orlando y de 
Ibarrola, oficial primero de Hacienda en la Península, que cesó en el cargo el 
28 de noviembre de 1866, siendo sustituido por Julio Tolosa. 
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Pero es que, además, ésta organización era excesivamente compleja y cos­
tosa para la realidad de la Colonia. Tal opinión está presente en el Informe que 
el gobernador La Gándara dirige al Gobierno tras dos años de destino en Santa 
IsabeF. En él se proponen las siguientes modificaciones: 

- la completa administración con que se había dotado a la Colonia era exce­
siva para lo que se demandaba realmente, considerando solamente precisas 
la Misión, la Estación naval y la asignación para Fomento, con lo que se 
aseguraba la civilización, la protección y relación con la Península y la 
colonización. 

- la autoridad del Gobernador y comandante de la Estación naval debía 
recaer en la misma persona, para evitar suspicacias perjudiciales en el 
serv1c10. 

- la Estación naval podría, a su vez, sustituir a la Compañía de guarnición, 
con economía de dinero y de vidas, pues en los buques la salud estaba más 
asegurada. 

- la administración de justicia podría ejercerla el Gobernador ayudado de un 
consejo de notables, existente ,en Santa Isabel desde que lo estableció 
Lerena en 1843. 

- la administración de rentas, dada la escasez de sus funciones (percibir los 
derechos de arancel de las aduanas y pago de la asignación a la Misión) 
podía fácilmente desempeñarla cualquiera de los contadores de los buques 
de la Estación. 

- las obras públicas podría dirigirlas la maestranza de la Estación. 

Con éstas modificaciones la administración sería más barata, más ejecuti­
va y más en consonancia con las escasas necesidades de la Colonia. Además, 
coincidía con la organización de la colonia francesa de Gabón, aunque la 
Gándara rechaza cualquier espíritu de imitación. 

Respecto a Corisco, propone el establecimiento de una dependencia misio­
nal, el apoyo a los jerarcas de la Isla y dependencias para que ejercieran la 
autoridad en nombre de España, y la frecuente presencia de un buque español 
que los protegiera y diera confianza, al tiempo que alejaría las pretensiones 
francesas sobre la Isla y dependencias. 

Para Annobón solamente sugiere el establecimiento de una Misión. 
El deseo de la Gándara de que se creara una estación naval se veía moti­

vado por la intención de que sus barcos realizaran tareas de inspección ( dere­
cho de visita) a los barcos ingleses, como contrapartida a los abusos que se 
realizaban, so pretexto de perseguir la trata, al comercio español. El deseo 
último era derogar el tratado de 1835 "para romper los lazos que ligan la 

7 José de la Gándara, Informe al Gobierno de Su Majestad, ed. J. Creus y M.L. de Castro. Barcelona 
(Ceiba) 1996, p.49 y SS. 
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libertad de España a unos tratados que quisiéramos ver abolidos en interés del 
decoro". 

Al proponer que la Armada se hiciera cargo de la Administración de 
la Colonia, venía a expresar una realidad que ya estaba presente, tanto 
en el número de sus efectivos, como en los Presupuestos de Fernando 
Póo. es decir, pretendía plasmar de derecho lo que de hecho ya estaba 
aceptado. 

Al concluir José de la Gándara los tres años de gobierno en Fernando Póo, 
será sustituido el 5 de julio de 1862 por Pantaleón López de Ayllón, que reci­
be del Gobierno unas instrucciones8 que completan el Decreto de 1858, y que 
eran semejantes a las que se dieron a la Gándara el 16 de diciembre de 18589, 
aunque con pequeñas variantes: 

- En pri.mer lugar se reafirma el papel exclusivo de la predicación de los 
jesuitas, a los que el Gobernador deberá atender, apoyar y honrar, ya que 
ellos se convierten en el elemento esencial para atraer a los bubis mediante la 
persuasión misional y sin violencias. Atendiendo a éste fin, se consigna una 
cantidad anual a la Misión para comprar regalos que facilitaran la atracción 
de los bubis. 

- A aquellos que fueran reducidos a la soberanía española no se les 
impondrían impuestos sin la aprobación previa del Gobierno, aunque el 
Gobernador debía procurar que se reunieran en poblaciones amplias y cons­
truyeran Iglesia, escuela y casa del Gobierno, si bien sólo habría de apoyarse 
en los misioneros, que debían infundir el amor al trabajo y conseguir de él 
algún beneficio, por lo que cuando fuera posible habría de establecer presta­
ciones personales con el fin de realizar las obras indicadas. 

Por otra parte, en los desmontes que se realizaran debían conservarse las 
palmeras, pues eran el primer elemento de la industria y comercio de la Isla. 
Además, debía advertir al Comisario especial de Fomento que debía ser 
Prudente con respecto a las propiedades no aprovechadas de los bubis, para 
evitar suspicacias. 

- Para españolizar la isla de Femando Póo se considera oportuno estable­
cer un régimen municipal en Santa Isabel, pero no así en el resto de la Isla, 
donde parecía más conveniente el régimen filipino de los barangays. Para intro­
ducir la lengua española debían publicarse todas las disposiciones del Gobierno 
en castellano, aunque en un primer momento tendrían que ir acompañadas de 
traducción al inglés; y el español debía ser la lengua que se enseñara en las 
escuelas. 

8 A.G.A. África. Guinea, eª 781. 
9 Vid. de Castro M.L. y de la Calle M." L. Origen de la colonización espaíiola ... , p. 214-215. 
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Respecto al cambio de la moneda inglesa por la española, se aconseja al 
gobernador López de Ayllón que no interviniera en el asunto, y dejara al 
interés individual establecer la verdadera relación entre ambos sistemas 
monetarios. 

- La tranquilidad en la Colonia debía suponer dos actuaciones. Por una 
parte, de las diez y nueve concesiones de terreno existentes, catorce eran de la 
época de Lynslager, de 1854, y aunque no tenía autoridad para ello, debían 
aceptarse por la buena fe de los posesores, de suerte que el Gobernador debía 
confirmar las concesiones hechas, en nombre de Su Majestad, aunque impo­
niendo un moderado canon en favor del Gobierno, siempre que no fuera mal 
recibido. 

Por otra parte, se pide armonía entre el Gobernador y sus subordinados, 
aunque recomienda actuar con rigor si hubiera cualquier tipo de cuestión, 
que podría ser nefasta para el futuro de la Colonia. Respecto a la actuación 
con los extranjeros, se pide templanza para evitar conflictos con otros 
gobiernos. 

- El desarrollo económico de la Colonia había de contar con el apoyo de 
las fuerzas militares, que se utilizarían en algunos trabajos, aunque sin com­
prometer su salud. Estas tareas serían remuneradas como a otros trabajadores, 
y permitían la aclimatación de los soldados, lo que sería muy útil para posibles 
expediciones al Continente. Con todo, se recomienda la fundación de estable­
cimientos de convalecencia en sitios sanos y elevados. 

Para mejorar las condiciones tanto laborales cuanto alimenticias, se insta 
al Gobernador a aclimatar animales domésticos útiles. 

Como el Gobierno se proponía hacer de Femando Póo un vasto depósito 
comercial y centro del comercio de cabotaje, el Gobernador debía actuar en 
consonancia, y favorecer todo aquello que apuntase en tal dirección. 

- Finalmente, se recomienda estricta observancia del buen orden en la 
Contabilidad de los fondos públicos. Así, al tomar posesión debía realizar un 
escrupuloso arqueo de fondos de caja, remitiendo copia al Gobierno, y repe­
tirlo mensualmente. 

La correspondencia con el Gobierno debía ser frecuente, utilizando cual­
quier medio que tuviese a su alcance, para informar de la región, no sólo de 
Femando Póo, sino también del Continente. 

Estas indicaciones venían a completar el decreto de 1858 y a precisar la 
actuación del Gobernador. Ahora bien, a lo largo del período de gobierno de 
López de Ayllón, se producirán ciertos cambios que suponen una adaptación a 
las variaciones acaecidas en la Colonia. De ésta manera, la llegada de los 
emancipados cubanos dio lugar a la redacción de un reglamento inspirado en 
el existente en Cuba para los trabajadores chinos. Este reglamento, aprobado 
el 24 de julio de 1864 organiza la vida de los 200 emancipados hasta su total 
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liberación en julio de 186710_ Dirigidos por el capitán Joaquín Femández 
Piñeiro se integraron en el esquema organizativo colonial y aportaron su 
esfuerzo al desarrollo de la colonización. 

Igualmente, la presencia de habitantes procedentes de la costa occidental 
africana dio lugar a la redacción de un "reglamento de servicio doméstico" en 
18631 L, necesario para que los intereses de amos y criados se vieran debida­
mente protegidos. 

En el reglamento se declara a todos los criados, cuyos padres no 
residieran en Santa Isabel, amparados bajo la tutela y protección de la auto­
ridad, que elaboraría un registro en el que se habrían de especificar sus 
datos personales, así como el tipo de contrato, estando obligados los amos 
de informar cualquier variación del número de sus sirvientes, tanto bajas 
como alzas. El .Gobierno se obligaba a respetar y mantener los contratos 
siempre que: 

- su duración no excediera los cinco años. 
- asegurarse la alimentación del criado con arreglo a la costumbre del país. 
- obligara al amo a vestir al criado. 
- se estableciera el salario a percibir, que variaría según la edad y servicio, del 

cual sólo se entregaría una pequeña parte, acumulándose el resto por el amo, 
que lo entregaría al final del contrato, con lo que se aseguraba el cumpli­
miento del mismo por el criado. 

- se obligaba al amo a instruir a los criados en los principios de moralidad y 
hábitos de trabajo. 

- el Gobierno obligaría a amos y criados a cumplir sus deberes. Los amos esta­
ban autorizados a la imposición de correctivos ·domésticos con exclusión de 
todo castigo corporal, y proporcionados a la edad y sexo del sirviente culpa­
ble. Los sirvientes podrían acudir en queja a la autoridad cuando creyeran 
tener justas causas. 

En enero de 1864 López de Ayllón presenta una Memoria al Gobierno 
en la que confronta sus puntos de vista con los de La Gándara en tomo a 
los problemas de la colonización, singularmente el clima, que mientras éste los 
considera fundamentales, López de Ayllón los reputa de accidentales. 

En cuanto a la atracción de los bubis para la colonización, la supone impo­
sible en dos o tres generaciones, pues aunque dóciles y pacíficos, se oponen al 
trabajo agrícola, por lo que era preciso contar con trabajadores de la costa. 

1º Sobre el reglamento de los emancipados cubanos, vid. De Castro, Mariano L., "La población de 
Santa Isabel en la segunda mitad del s. XIX" en Monografías de la Revista de Estudios Africanos, n.º 1, 
Madrid, 1995, p. 37 y 38. 

11 A.G.A. África. Guinea, cª 672, exp. 7. 
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Pero, quizá, la más notable discrepancia se refiere al modelo de organiza­
ción administrativa, que si La Gándara lo considera excesivo y, por tanto, 
inadecuado, López de Ayllón opina que es absolutamente adecuado, pues gra­
cias a él la Colonia se dinamizaba, y si se redujera daría lugar a un retroceso 
colonizador que llevaría al abandono de las posesiones, y en tal caso cree que 
sería mejor nombrar un gobernador como Beecroft o Lynslager, lo que tendría 
el mérito de la economía. 

Observa, empero, que debían hacerse ligeras modificaciones, tales como 
separar el cargo de tesorero del de Gobernador, que sólo debía ser ordenador 
de pagos, y presenciar los arqueos. 

En Fomento, propone reducir el personal a un Ingeniero de Montes, que 
sería al mismo tiempo Comisario Especial, y a un escribiente delineante, 
que sería su ayudante. 

En Instrucción Pública, reclama una escuela civil para niños y otra para 
niñas, ya que la de la misión generaba desconfianza entre los vecinos de Santa 
Isabel, y si pretendía hacer obligatoria la asistencia podría suponerse que se 
obligaba a los niños a entrar a la fuerza en la religión católica, por lo que no 
había tomado tal determinación. 

Con respecto a la tropa de guarnición, que La Gándara opinaba debía 
suprimiese, cree que debía mantenerse para prevenir cualquier eventualidad 
que pudiera acontecer con las tripulaciones de buques extranjeros, o de los 
mismos habitantes de Santa Isabel, que habían sido educados en ideas nada 
favorables a los españoles. Pero también era necesaria para garantizar la pro­
piedad agrícola, pues al ir poniéndose paulatinamente en explotación las tie­
rras de la Isla, llegaría el día en que los bubis se opondrían al cultivo en terri­
torios que consideraban propios, aunque fueran bosques. 

También propone que los cruceros españoles ejercieran igual vigilancia 
contra el giro negrero que los ingleses, según se establecía en el tratado de 
1835, y de ésta manera se podrían conducir las presas efectuadas en provecho 
de la colonia, de manera semejante a como lo practicaban los británicos en 
Sierra Leona. En cuanto a la dotación naval para la Colonia, cree que sería 
suficiente con un pontón, una goleta de 60 caballos, dos lanchas cañoneras de 
20 y un transporte regular con la Península cada dos meses, como estaba en 
aquel momento ordenado, pero no cumplido. Este plan suponía reducir los 
efectivos de la Armada con respecto a las indicaciones de La Gándara, que 
pedía un pontón más, y una goleta de 200 caballos, en vez de 60. 

El desarrollo comercial de Corisco y las Elobey le lleva a proponer, para 
su protección y favor el establecimiento de un Teniente de Gobernador, que 
tendría el grado de capitán, y un subalterno de Hacienda que ejercería de 
recaudador 12. 

12 A.G.A. África. Guinea. c.ª 781, exp. 24. 
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Esta propuesta en realidad suponía la aprobación de una medida ya toma­
da por el Gobernador en 1863 cuando había destacado un Teniente de 
Gobernador a Elobey Chicol3. 

El nuevo gobernador, José G6mez de Barreda, al no haber variado sensi­
blemente las circunstancias de las posesiones, no recibe instrucciones 
específicas al comienzo de su gestión, y el 3 de agosto de 1865 se le entre­
gan solamente las instrucciones dadas a sus predecesores. Será relevado el 
11 de febrero de 1868 por el Brigadier de Estado Mayor Joaquín de Souza, 
a petición propia por causa de enfermedadl4. 

El mantenimiento de la organización establecida en 1858, a pesar del opti­
mismo de López de Ayllón, no fue suficiente para dinamizar la vida colonial 
en la segunda mitad de los años sesenta, por lo que desde 1867 se estudia una 
variación organizativa. 

El Consejo de Estado emitió un informe en el que aboga por la reducción 
de gastos, y el Ministerio de Marina, al que se pidió opinión, presentó una fór­
mula organizativa muy diferente a la de 1858, que introducía puntos de vista 
distintos en la concepción de la acción colonizadoral5. 

El fundamento del proyecto organizativo era evitar el gravamen que supo­
nía al Erario una completa administración, pues se considera que los frutos de 
la Colonia deberían bastar para su mantenimiento, y siendo que en aquellos 
momentos la administración de las posesiones costaba más de lo que éstas 
producían, era necesario variarla de manera radical. El haber establecido una 
importante administración parecía un lamentable error, pues su magnificación, 
con sus consecuencias de multiplicidad de destinos y mayor categoría de fun­
cionarios, con crecidos sueldos, constituía una rémora para el progreso y con­
traria a la buena administración. 

Para que la colonización continuara, de forma lenta pero segura, era preci­
so tener en cuenta cuatro aspectos: 

- Gratuidad absoluta en la concesión de terrenos de las islas a todo nacional 
o extranjero, con la condición de que los cultivase, si no fuera así al cabo de 
un año debían caducar las concesiones. Las facilidades se extenderían a la 
exención del pago de derechos aduaneros durante cierto número de años, no 
sólo para los aperos y útiles agrarios, sino también para todo tipo de mate­
rial que el colono condujera en dicho tiempo. Al mismo tiempo, se cree 
necesario revisar el arancel existente de derechos de todas clases que se 
devengaban en aquel momento, y reformarlo en el sentido más favorable 
posible. 

13 A.G.A. África. Guinea. c." 781, exp. 14 
14 Gaceta de Madrid de 1 de abril de 1868. 
15 A.G.A. África. Guinea. c.ª 780, exp.34. 
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- Conveniencia de atraer colonos a las posesiones, y de estimular la creación 
de establecimientos agrícolas e industriales, y por tanto, suprimir toda traba 
que se opusiera a ello. Esto suponía llevar a la práctica el plan de coloniza­
ción elaborado por Pellón, Comisario especial de Fomento, en 1866, y auxi­
liar a los colonos durante el primer año con el número de krumanes que el 
Gobierno de la Isla estimase oportuno en cada caso. También se considera 
pertinente exonerar durante un tiempo a los colonos del pago de contribu­
ciones o cánones. Para facilitar el asentamiento se aconseja dar pasaje gra­
tuito en los buques del Estado a los colonos que lo solicitasen y a sus 
familias. 

- Se aconseja reducir la expedición bimensual del buque de vapor entre la 
Península y Fernando Póo, a una cada cuatro meses, a fin de no distraer de las 
aguas peninsulares con tanta :frecuencia un transporte de vapor, con perjuicio 
de las atenciones generales del servicio en aguas peninsulares. Además, el 
elevado costo de la expedición bimensual en carbón, lubricantes, sueldos de 
Ultramar ... , no tenían ninguna contrapartida productiva, ya que conducían 
efectos de muy escasa cuantía para las Islas Canarias, y raciones para consu­
mo de los componentes de la Estación naval de Fernando Póo. Por ello, se 
considera que los pocos efectos que necesitase el Gobierno de la Colonia 
podría encargarlos directamente a Santa Cruz de Tenerife y conducirlos los 
vapores ingleses que tocaban mensualmente la Isla. Por otra parte, los víve­
res para la Estación naval debían contratarse en la Isla, con lo que se favore­
cían los intereses comerciales de la Colonia y se economizaba dinero al 
Estado. 

La visita cada cuatro meses se estimaba precisa para conservar vivo el 
recuerdo de la Metrópoli y, sobre todo, para realizar el transporte de indivi­
duos dependientes del Gobierno que fueran destinados allí, o que volvieran 
por licencia o enfermedad; para conducir repuestos de marina o de cualquier 
tipo, para transportar colonos y sus familias y, en fin, para recoger krumanes 
y retornar a los cumplidos. 

- Fijar definitivamente el personal de todas clases estrictamente necesario 
para el Gobierno y Administración de la Colonia. A éste respecto, el 
Ministerio de Marina opina que el Gobernador debía reunir a su vez el cargo 
de Comandante de la Estación naval, pudiendo tener el grado de Capitán de 
fragata. El Gobernador debía tener "acción, intervención, dirección, en 
suma, mando universal sobre todos y cada uno de los ramos en que se divi­
da la Administración", sin tener más limitación en sus funciones que el 
Gobierno metropolitano, a quién debía dar cuenta de su gestión, y el juicio 
de residencia o examen de sus actuaciones al terminar el periodo de gobier­
no, en que debía acreditar si aquellas habían correspondido a la confianza 
depositada en él. 

El Secretario del Gobierno político y militar, y oficial de órdenes de las 
fuerzas navales, podría ser un teniente de navío, nombrado a propuesta del 
Gobernador. 
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Un oficial subalterno, teniente de Infantería de Marina, con veinticinco 
soldados, compondrían toda la fuerza militar, pues se considera que no había 
enemigos que atacar, ni invasiones que temer. La policía para velar por el 
orden público debía componerse con individuos del país. 

El Consejo de Gobierno se mantendría, siendo el Gobernador su presiden­
te, y estaría compuesto por el Superior de la Misión, el Juez letrado, el coman­
dante de buque más caracterizado o antiguo que se encontrase en el puerto, y 
dos personas de la población elegidas por el presidente. La finalidad del 
Consejo sería tratar no sólo los asuntos generales de la Colonia, sino también 
resolver las demandas de menor cuantía. 

El Juez letrado había de dirimir los asuntos que le eran propios, presidir el 
Consejo, siempre que el Gobernador delegara en él, y gobernar la Colonia en 
ausencia del Gobernador. 

La Administración de Hacienda debía ponerse a cargo de un empleado de 
éste ramo nombrado por el respectivo ministerio. A sus órdenes y como per­
sona de su confianza debía acompañarle un vista, delegado suyo para todas las 
operaciones de fisco, y en cuanto a empleados subalternos, podrían ser del 
país. Con todo, se advierte que los empleados de Hacienda que se nombrasen 
debían ser de la clase subalterna, para reducir los crecidos sueldos que habrí­
an de corresponder a funcionarios de mayor categoría; además, sus funciones 
eran muy cortas, ya que estaban limitadas a un simple registro de entradas y 
salidas de efectos, y a rendir una muy simple cuenta de las exiguas cantidades 
ingresadas en el Tesoro de la Colonia. 

Más atención habría de suscitar el nombramiento de maestro mayor, direc­
tor de las obras que se realizaran en las islas, así como el de los capataces que 
habrían de acompañarle, ya que éstos habrían de ser los primeros ejecutores de 
su progreso, y por ello era grande su importancia para ver cumplidos los 
deseos del Gobierno. 

Considera que respecto a la extensión e incremento de los recursos de la 
Misión, lo más acertado era atender al P. Antonio Zarandona, Procurador de 
las Misiones, residente en Madrid. 

En suma, propone que el fundamento de toda actuación habría de ser la 
formación de una comisión que elaborase un proyecto articulado que aten­
diera a la estructura organizativa y a las atribuciones de cada uno de los 
funcionarios públicos, teniendo en cuenta que era una colonia incipiente, a 
fin de no multiplicar leyes que no habrían de cumplirse. Por otra parte, si el 
fin era lograr una colonia próspera, era preciso no destinarla a presidio o 
colonia penitenciaria, ya que éste carácter anularía todo progreso. Como 
concesión a la tentación de crear una colonia penal, aduce la posibilidad de 
establecerla en Annobón, "de cuyo apartado peñón se puede sacar partido 
en este concepto". 
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Aunque la comisión que proponía el Ministerio de Marina logró consti­
tuirse, sus labores quedarían en suspenso, pues la revolución de 1868 dio una 
nueva perspectiva a las relaciones de la Metrópoli con la Colonia. 

Las noticias oficiales de la Revolución llegaron a Santa Isabel a primeros 
de noviembre de 1868, adhiriéndose a ella la Colonia, y para solemnizar el 
evento el Gobernador, Joaquín de Souza, dispuso diversos actos oficiales para 
el día 12 de noviembre16. Este mismo día, un decreto del Ministro de Ultramar, 
Adelardo López de Ayala, reestructura la organización de la Colonia, ante el 
fracaso de la establecida diez años antesI7. La introducción al decreto deja sin 
embargo al descubierto dos aspectos de interés que habrán de influir en la pos­
terior evolución de la Colonia. 

Por una parte, ante la esterilidad de los esfuerzos desarrollados, se mani­
fiesta "el convencimiento de que los obstáculos que se oponen a conseguir éste 
objeto son más fáciles de vencer por la acción del tiempo y los perseverantes 
esfuerzos del interés individual, que por la acumulación de fuerzas morales y 
materiales del Gobierno". Es decir, el carácter de una acción colonial dirigida 
y protagonizada por el Estado da paso a un intento colonizador apoyado y pro­
tegido por el Estado, pero realizado por la iniciativa individual, lo que estaba 
en consonancia con el carácter liberal de la revolución de 1868. Para ello, el 
Gobierno establecerá la más completa libertad de comercio, la tolerancia con 
los usos y costumbres de los colonos y la exención de gravámenes, en el deseo 
de estimular no sólo a los peninsulares, sino también a los femandinos y gen­
tes de la Costa afincadas en Femando Póo. 

Por otra parte, y como consecuencia de ésta retirada del Estado, es fácil 
comprender que las obligaciones del Estado se habrían de reducir, de modo 
que atenderán al gobierno, obras públicas, enseñanza, parroquia y juzgado, es 
decir, la infraestructura que consideran el mínimo necesario sobre el que puede 
actuar la iniciativa individual como auténtico agente colonizador. 

Esta reducción del papel del Estado tiene su fiel reflejo en el presupuesto 
de gastos de la Colonia, que disminuye en más del 50%. Así, el presupuesto 
aprobado para el ejercicio 1868/69 ascendía a 495.071 escudos, en tanto que 
el propuesto y aprobado para 1869/70 era de 228.441 escudos, es decir, una 
reducción efectiva de 266.630 escudos, con lo que desde la acción presupues­
taria el Estado Español se reducía en más del 50% en las colonias del Golfo de 
Guinea, dato de gran importancia, pues la iniciativa individual no fue capaz de 
ocupar éste vacío. 

La nueva organización de la Colonia va a recoger, en parte, los puntos de 
vista del gobernador La Gándara; así, se establece que la Estación naval será 
la encargada de mantener constantemente el pabellón español en aquellos 

16 A.G.A. África. Guinea. c.11 675, exp.12. 
17 Vid. Gaceta de Madrid de 13 de noviembre de 1868. 
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dominios, con lo que el Jefe de la Estación vendría ser el Gobernador, que 
requería una graduación, al menos, de Capitán de fragata. A partir de éste 
momento, la Colonia pasará a ser gobernada por miembros de la Armada, que 
desplazarán al Ejercito que se retira de ella. Los presupuestos de 1869/70 no 
incluyen ninguna partida para la sección de Guerra, lo que supuso un ahorro 
de 96.026 escudos y la disolución de la compañía de guarnición. Consecuencia 
de ello, el 18 de julio de 1869 se hizo cargo del gobierno de Fernando Póo el 
Capitán de navío Antonio Maymó, llegado dos días antes a la Colonia I 8. El 21 
de noviembre del mismo año, Zoilo Sánchez Ocaña, Capitán de navío de 
segunda clase es nombrado Gobernador19, y llega dos meses más tarde a Santa 
Isabel. Hasta entonces fue Gobernador interino Manuel Vial. El 13 de octubre 
de 1870 se le deja cesante y se nombra al Capitán de navío Federico Aurich y 
Santa María2º. 

El Gobernador tenía como misión conservar, defender y mantener el orden 
en la Colonia, y para éste fin está investido de las atribuciones que la ley con­
fería a las autoridades superiores de las provincias de Ultramar, y de las que la 
naturaleza del país pudiera hacer necesarias. Aunque el cargo tenía una dura­
ción bienal, el Gobernador debía presentar anualmente una Memoria al 
Gobierno, expresando los progresos de las posesiones. Para el desempeño de 
sus funciones estaría auxiliado por un intérprete, versado en inglés, francés y 
portugués, que sería al mismo tiempo su secretario civil. El contador del 
buque, además de su cometido propio tendría asimilada la intervención de los 
caudales de la Colonia. 

Con el Gobernador, el gobierno y administración de la Colonia lo consti­
tuyen el Jefe de Fomento, el Juez y el Cura párroco. 

El Jefe de Fomento era el encargado del estudio y ejecución de cuanto 
pudiera contribuir al desarrollo moral y material de las posesiones. Promueve 
la instrucción, la agricultura, industria y comercio, las obras públicas, cuida de 
la beneficencia, sanidad y policía urbana, promueve la organización de los 
municipios, y entiende en la administración y recaudación de los fondos que 
pertenecieran al Estado como resultas de los arbitrios o recursos que se pudie­
ran establecer. 

La amplitud de las funciones del Jefe de Fomento viene determinada por 
la supresión de las ayudas a la Misión de la Compañía de Jesús, que se retira 
de la Colonia por la conjunción de tres factores: elevado número de muertes 
de misioneros, escasos frutos en su tarea y las disposiciones del Gobierno. Ello 
supone que habría de auxiliarse de los profesores de Instrucción Primaria de 
ambos sexos que fueran precisos para la escuela oficial que se establece. Por 

18 Vid. Gaceta de Madrid, de 5 de septiembre de 1869. 
19 Vid. Gaceta de Madrid, de 21 de noviembre de 1869. 
20 Vid. Gaceta de Madrid, de 15 de octubre de 1870. 
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otra parte, también contaría con el concurso de un ayudante facultativo de 
obras públicas y un agrimensor capataz de labranza. El servicio sanitario civil 
sería desempeñado por un médico-cirujano, dos practicantes de medicina y 
cirugía, un farmacéutico y un practicante en farmacia. En consecuencia, en la 
Gaceta de Madrid de 19 de mayo de 1869 salieron a concurso las cinco plazas 
del servicio sanitario, y las de los dos maestros y una maestra de Instrucción 
Primaria. 

La Administración de Justicia se encomendaba a un juez letrado, que a la 
vez sería Asesor de la administración civil y económica. Al organizarse la 
jerarquización de la carrera judicial de Ultramar el 9 de mayo de 1869 se deter­
minaba que el Juez-Asesor de Femando Póo era de 8.0 grado, de los nueve 
establecidos. No debía, pues, ser una plaza muy apetecible, y a lo sumo ten­
dría interés como trampolín para acceder a más importantes destinos en la 
carrera administrativa de Ultramar, ya que nombrado el 20 de enero de 1870 
Rafael Escalada para éste cargo, que había servido de forma interina hasta 
junio de 1869, consigue que ocho días más tarde se le otorgue nuevo destino, 
siendo nombrado Alcalde Mayor de ascenso de Camarines Sur (Filipinas). 
Finalmente, el 8 de mayo de 1870 Leonardo Casanova, juez de primera ins­
tancia en Puebla de Trives, es nombrado Juez-Asesor de Femando Póo, aun­
que no debió tomar posesión del cargo. 

El Juez-Asesor contaría con el concurso de un escribano notario de reinos 
que desempeñaría la fe pública y demás funciones de su destino, sin percibir 
derecho alguno a los particulares. 

Finalmente, para atender las necesidades religiosas de los colonos y de los 
indígenas catequizados, se establecía una parroquia católica en Santa Isabel, 
que habría de ser matriz de cuantas pudieran establecerse en lo sucesivo en la 
Colonia. El funcionamiento de la parroquia sería semejante al de las provin­
cias de Ultramar. Al frente de ella estaba un cura párroco auxiliado por un 
coadjutor. 

Si bien no hay apoyo en los presupuestos para las actividades misionales, 
el Gobierno advierte a las autoridades de la Colonia la obligación de prestar a 
los misioneros españoles la consideración y apoyo que necesitasen en el ejer­
cicio de su ministerio. Con todo, los jesuitas se retiraron en 1872 y en mayo 
de éste año verifican la transmisión de la parroquia a Manuel García San 
Román21. 

Los riesgos que podría suponer para la administración de la Colonia la 
enfermedad o fallecimiento de alguno de los pilares de ella, hacen preciso que 
en el decreto de organización se establezca que al Gobernador le sustituiría el 
Jefe o oficial de mayor graduación de la Estación naval; al Jefe de Fomento, 
el ayudante de obras públicas, y al párroco, el coadjutor. 

21 Vid. Pujadas, T. La Iglesia católica en Guinea Ecuatorial. Fernando Póo, Madrid, 1968, p. 87. 
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Para tratar los asuntos importantes de la Colonia se organiza el Consejo de 
Gobierno, formado bajo la presidencia del Gobernador por el Jefe de Fomento, 
el oficial de más graduación de la Estación naval, el Juez-Asesor, el Secretario 
y el Cura párroco. Su carácter es consultivo, pues su voto no era preceptivo 
para determinar la actitud del Gobernador. 

Las líneas directrices para permitir el desarrollo colonial se manifiestan: 

- en la declaración de puertos francos a todos los de las posesiones gui­
neanas, suprimiéndose los derechos de importación, de exportación y de ancla­
je de buques, tanto nacionales como extranjeros. 

- en declarar propiedad de los habitantes de la Isla las tierras que tuvie­
ran en cultiv() y los solares que tuvieran ocupados con edificios dentro de las 
poblaciones. Se advierte a los funcionarios del Gobierno que cuando se regu­
larizase la propiedad rústica y urbana, habrían de proceder siempre por exten­
sión y nunca por merma de lo que correspondiese a los hijos del país. 

- en fomentar la presencia de colonos españoles. Para atraerlos concede 
gratuitamente a cada uno que se avecindara en las posesiones hasta 50 has. y 
un solar para edificación en el pueblo que erigiese. A los colonos extranjeros 
se les concedían gratuitamente 10 has. El exceso de éstas cantidades podía 
adquiriese de dos maneras, o bien a censo redimible, pagando un canon anual 
de un real de vellón por hectárea, o en pleno dominio, mediante el abono de 
dos escudos por hectárea hecho en una s6la vez. Las tierras adquiridas a censo 
pasarían a ser propiedad del colono en el momento en que abonara al Estado 
dos escudos por hectárea. 

Esta medida está indicada para Femando Póo, pues las concesiones en 
Annobón y Corisco no habrían de exceder de 2 y 1 O has., si bien habría de pos­
ponerse su concesión hasta que fuera deslindada y asegurada la propiedad que 
poseían los habitantes de las islas. 

En las Elobey las concesiones serían de una hectárea, que habría de ser 
destinada precisamente a construcciones urbanas. 

Con todo, las propiedades concedidas estarían exentas de contribuciones 
directas durante cinco años. 

- en éste sentido se expresa la disposición del Gobierno a conducir gra­
tuitamente a las posesiones del Golfo a los españoles que lo solicitaran, siem­
pre que éstos pudieran llevar a cabo la tarea colonizadora, bien con su trabajo, 
bien con el capital. Para facilitar la presencia de colonos y favorecer la armo­
nía en la Colonia, se establece la libertad de cultos, usos y costumbres, en tanto 
no se opusieran a las leyes de la moral y orden público, o al reconocimiento de 
la soberanía española. 

- en el desarrollo de las obras públicas, para las que se restablece la pres­
tación personal, de forma que la población aporta su trabajo y el Estado el 
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material, dirección e instrucciones de dichas obras. Esta disposición no es 
nueva, ya que en las instrucciones dadas a La Gándara22 y posteriormente a 
López de Ayllón, se especificaba que según fuera avanzando el proceso de 
atracción de los bubis a la soberanía española, se reunirían en grupos que for­
marían pueblos donde se establecería la prestación personal para construir la 
iglesia, la escuela y la casa del representante del Gobierno. Si la disposición 
no es nueva, tampoco es nueva su nula aplicación, pues las escasas obras 
públicas realizadas fueron ejecutadas por krumanes o trabajadores de la Costa 
contratados, pues nunca pudo atraerse a los bubis para éstos menesteres. 

La expedición de colonos que al amparo de las disposiciones del decreto de 
12 de noviembre de 1868 había arribado a Femando Póo a fines de julio de 
1869 no tuvo éxito, y un mes después de su llegada todos clamaban por volver 
a la Penínsu1a23. Esto suponía que el argumento más importante para llevar a 
cabo la colonización se saldaba con el fracaso, por lo que era preciso, antes de 
realizar cualquier otro intento colonizador, averiguar si las posesiones reunían 
"condiciones bastante favorables para crear una provincia española", o bien, si 
era más conveniente dar por perdido lo gastado y abandonar el proyecto colo­
nizador. Por ello, un Real Decreto de 17 de diciembre de 186924 crea en Madrid 
una Junta Consultiva que debía pronunciarse acerca de las reformas de gobier­
no, administración y economía que debían realizarse en Femando Pó9 y depen­
dencias, o bien, qué resolución debía adaptarse: colonizar o abandonar. 

La Junta estaba presidida por el Ministro de Ultramar, a la sazón Manuel 
Becerra, siete vocales y el Oficial del Negociado que llevaba en el Ministerio 
los asuntos de la Colonia, y que haría de secretario con voz y voto. Había de 
evacuar un informe al mes de haberse constituido, quedando disuelta tras rea­
lizar su cometido. 

Constituida la Junta en éste mismo mes de diciembre, fueron sus vocales 
Joaquín de Souza, Julián Pellón, Rafael Escalada, Gaspar Rodríguez, Joaquín 
Baeza, Francisco Javier Bona y Juan Romero, actuando como secretario 
Mariano Z. Cazurro. El informe se terminó de redactar el 12 de marzo de 
187025, y mantiene la tesis de que las posesiones del Golfo de Guinea debían 
permanecer dentro de la soberanía española, atendiendo a muy variadas razo­
nes. Además de las manifestadas desde antiguo, como eran su fertilidad y 
exuberancia, y la ventajosa situación frente a la desembocadura del Níger, 
merece la pena anotar otras, más vinculadas a las circunstancias del momento. 
En la segunda sesión de las reuniones (30 de diciembre de 1869) ya indicó de 
Souza que no era aconsejable abandonar las posesiones, pues siempre se 
consideraría en desdoro de la Revolución, y sufriría la homa nacional con la 

22 Vid. Gaceta de Madrid de 19 de diciembre de 1858. 
23 Vid. de Castro, M., La población de Santa Isabel p. 51 y 52 . 
24 Vid. Gaceta de Madrid de 18 de diciembre de 1869. 
25 A.G.A. África. Guinea, c." 782. 
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desmembración de los territorios españoles. Más aun, Pellón manifiesta que no 
sólo debía condenarse el abandono absoluto, sino también el relativo, el que 
suponía renunciar a toda iniciativa oficial. Frente a ello, el Secretario, si bien 
estaba de acuerdo con la conservación, no dejaba de considerarla una pesada 
carga para el presente y una dudosa esperanza para el futuro. Merece la pena 
recordar éste punto de vista, pues realmente representa el del Negociado de 
Fernando Póo y dependencias. 

Las posesiones constituían el punto de partida para un futuro de "pacífico 
engrandecimiento y propaganda de la civilización en un continente virgen al 
que la Europa vuelve con avidez sus ojos" y del que España no podía estar 
ausente. Por otra parte, de allí podrían ir voluntariamente trabajadores libres 
que sustituyesen a los esclavos de Cuba y Puerto Rico, al tiempo que en 
Fernando Póo podían tener fácil y conveniente asentamiento los emancipados 
de las Antillas, a medida que se fuera extinguiendo la esclavitud. 

Tras ésta cuestión fundamental, los debates se centraron en la posibilidad 
de colonizar, donde se mantuvieron discrepancias acerca de la posibilidad del 
hombre blanco de sobrevivir en tales climas y de realizar trabajos fisicos. Los 
puntos de vista de Souza, Pellón y Escalada, que habían residido en Fernando 
Póo, fueron determinantes para rebajar la importancia de tales temores, ya que 
los climas de la Isla eran diversos y, tal vez, variando el asentamiento de la 
ciudad hacia el oeste de la Isla, donde los vientos eran más frecuentes, la mor­
talidad sería mucho menor. 

Respecto a la organización oficial, proponen que "sin que toque en mez­
quina, sea todo lo más sencilla y económica posible", y a medida que fueran 
creciendo los intereses se desarrollara de forma armónica con ellos. Al mismo 
tiempo, habría que imprimirla un carácter atrayente y patrocinador, en vez de 
coercitivo, otorgándola todas las facultades y recursos que pudiera necesitar 
para su cometido, y despojándola de todo gasto inútil. En éste sentido, se hace 
notar que los gastos para conservar y proteger intereses habían consumido 
hasta entonces las tres cuartas partes de los presupuestos, en tanto que para el 
desarrollo de tales intereses en los ramos civiles, fomentadores y reproducto­
res, apenas se había empleado una cuarta parte, lo que en gran medida expli­
caba la escasez de resultados en la colonización. Esto justifica la índole civil 
y fomentadora de la organización que se aconseja: 

- La autoridad superior debía ser un gobernador de carácter puramente civil, 
cuyo tiempo de servicio sería indefinido. 

- Al Gobernador le debía auxiliar un Consejo colonial compuesto de los princi­
pales funcionarios públicos de todos los ramos, de tres vecinos elegidos por 
los de la capital, y de otro elegido por el Ayuntamiento de cada pueblo de los 
que se organizasen en municipios. Sus deberes y atribuciones debían esta­
blecerse en un reglamento especial. 
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- La administración de justicia debía desempeñarla un juez de primera instan­
cia, que sería a la vez Asesor del Gobierno, y en sus funciones judiciales esta­
ría auxiliado por un Jurado, cuya elección se fijaría por un reglamento, y por 
un notario de reinos. Se mantiene la posibilidad de que las causas graves fue­
ran remitidas a la Audiencia de Canarias. 

- El culto católico, en la parte costeada por el Estado, debía ser ejercido por 
curas párrocos,, dejando entera libertad de misión, de culto y de catequizar a 
todas las confesiones religiosas, en tanto actuasen por su cuenta y no atenta­
ran a la seguridad, tranquilidad y moralidad de la Colonia. 

- El ramo de Guerra no debía tener más representación activa que la de una 
compañía de colonos militares y una milicia local de colonos paisanos, las 
cuales estarían a las órdenes del Gobernador y mandadas sólo por un capitán, 
un teniente y dos subtenientes, en la compañía militar, y por los alcaldes en la 
milicia local. 

- La Marina militar, por su misión de velar por la seguridad de la Colonia y de 
proteger el comercio nacional en aquellas aguas, estaría representada por una 
goleta o buque menor del Estado. Para el servicio particular de transportes, 
tan necesario para el fomento de las Islas, se contrataría un buque a las órde­
nes del Gobernador. 

- El ramo de Hacienda sería servido por un funcionario de baja categoría, y el 
Gobernador podría hacer de ordenador de pagos. 

- El ramo de Gobernación podría estar de momento representado por poco per­
sonal: el secretario-intérprete del Gobierno, dos médicos, un farmacéutico, y 
algunos auxiliares y practicantes, administrándolo todo el Administrador de la 
Colonia, dirigiendo la Sanidad los médicos y la Beneficencia los párrocos en 
las respectivas localidades. 

- En el ramo de Fomento, donde debían invertirse las más elevadas sumas, se 
habría de atender el auxilio de los colonos, las obras públicas, la enseñanza, 
las granjas modelo, e incluso el contrato del buque transporte para servicio de 
la Colonia. En cuanto a personal, de momento podía reducirse a un ayudan­
te de obras públicas, un maestro de obras, un ayudante del cuerpo de 
Ingenieros de Montes y un agrimensor-perito agrónomo con algunos auxilia­
res inferiores, y los maestros y maestras de instrucción primaria que fueran 
siendo precisos. También sería necesaria la presencia de un veterinario para 
contribuir a la aclimatación, cuidado y fomento de la ganadería. 

Esta organización suponía un presupuesto exigüo, pero no tanto como el 
de 1869, aunque no parecía conveniente que de momento se incrementara 
demasiado, limitándose a las exigencias del más económico planteamiento de 
las medidas aconsejadas. 

Por lo demás, el Informe de la Junta se extiende al referirse a la coloniza­
ción, que entiende debe ser mixta, es decir, de individuos enviados por el 
Estado (emancipados, penados, militares con condición de colonos, expósitos) 
y colonos libres, nacionales y extranjeros. Apoya el mantenimiento de la líber-
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tad de comercio, y considera que, siendo más sano y conveniente establecer la 
capital en zona elevada, se trasladase ésta al nordeste de la bahía de San 
Carlos, por lo que la primera misión, tras publicar las reformas, debería ser 
construir una carretera desde Santa Isabel a San Carlos, y otra hasta las alturas 
de la montaña. 

El Informe de la Junta Consultiva y su propia constitución sugieren un 
interés por las condiciones sanitarias del Ministerio de Ultramar, que se con­
firma en la Memoria sobre el estado de la sanidad y subsistencias en la 
Colonia, remitido por Zoilo Sánchez Ocaña el 30 de abril de 187026, la que el 
Negociado de Ultramar une a los documentos sobre reformas de Fernando 
Póo, "para cuando se comiencen las reformas que deben hacerse en el régimen 
gubernamental, administrativo y económico de la misma". En noviembre de 
1871, la Memoria de Antonio de Vivar, Gobernador interino de Femando Póo, 
se detiene también en dos aspectos que se muestran esenciales: salubridad y 
colonización. 

Hay una apreciación en ésta Memoria que merece la pena reseñarse, pues 
Vivar considera que los mayores beneficios que la Revolución del 68 ha lle­
vado a la Colonia han sido los cambios en el presupuesto, "compárense con los 
del anterior régimen y se verá la enorme economía que se ha introducido". La 
colonia seguía considerándose una rémora, y lo único a lo que podía aspirarse 
era a que fuera lo menos gravosa posible. Vivar adelanta que lo mejor sería 
negociar con Inglaterra para cambiarla por Gibraltar, pero de no ser así, consi­
dera mas oportuno convertir la Isla en colonia penitenciaria, pues los gastos 
que ocasionaban los presidios de la Península y Cuba podrían emplearse en 
ella y realizar su colonización27. 

En mayo de 1872, Felipe Canga Argüelles, Gobernador interino, mani­
fiesta al Gobierno las reformas que a su juicio debian realizarse para la colo­
nización de Femando Póo, y que consisten, sobre todo, en reducir el número 
de funcionarios públicos; en la conveniencia de restablecer los derechos de 
importación y exportación, pues los intereses que allí se sostenían eran ingle­
ses, y la imposición de derechos no influía en el aumento o disminución del 
comercio; en que los establecimientos públicos debían pagar contribución; la 
enseñanza primaria debía hacerse obligatoria, encomendada a los Padres de 
la Misión Católica, para conseguir la hispanización de la Colonia; que en la 
Marina también se efectuaran reformas y economías, y la sección de Fomento 
debía reducirse a un ayudante de obras públicas, y se suprimiese todo el per­
sonal de Gracia y Justicia, pues de hecho el juez faltaba desde hacía tres años 
y su ausencia no se notaba. Cree conveniente la creación de un Ayuntamiento 
nombrado por el Gobernador General y regido por un reglamento especial. 

26 Vid. A.O.A. África. Guinea. c." 781, exp. 29. 
27 A.O.A. África. Guinea. c." 781, exp. 29. 
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Con todos los informes reunidos por el Ministerio de Ultramar va a esta­
blecerse una nueva organización en la Colonia por el decreto de 26 de octubre 
de 187228. 

Las limitaciones de la Hacienda Pública, que tenía que hacer frente a la 
sublevación cubana y a la guerra carlista, impiden la realización de ambicio­
sos proyectos, por lo que el ministro, Eduardo Gasset, propone una notable 
reducción del presupuesto y, naturalmente, una variación en la organización de 
las posesiones, pues si el decreto de 1868 modificó la organización y redujo 
notablemente los presupuestos, mantuvo, sin embargo, personal que, por el 
momento, era innecesario. El presupuesto se reduce a 335.450 pesetas, lo que 
supone limitar la acción del Estado a la conservación de su autoridad en los 
puntos donde se había establecido y a la protección de sus habitantes, abando­
nando todo proyecto de colonización que no fuera de iniciativa privada. 

Se mantiene la libertad completa de comercio, tolerancia de los usos y cos­
tumbres de los habitantes, exención de gravámenes oficiales y protección de 
todos los derechos legítimos que aparecían en el decreto de 1868, y que se 
reconocen como los mejores fundamentos para el desarrollo de las fuerzas 
naturales de las posesiones. 

En suma, el decreto de 1872 mantiene la Estación naval, cuyo Jefe, al 
menos con graduación de Capitán de fragata, sería Gobernador General, y 
ejercería también las funciones de Jefe de Fomento y de juez asesorado. El 
Gobernador tendría un Secretario letrado para los asuntos de Gobernación y 
Fomento, y desempeñaría las funciones de Asesor del Gobernador en los asun­
tos judiciales. Para las cuestiones de Hacienda el Gobernador se auxiliaría con 
los oficiales del cuerpo administrativo de la Armada destinados en la Estación 
naval. Además, el Gobernador tenía facultad para emplear en el servicio de la 
Administración a todos los funcionarios, civiles o militares, que estuvieran a 
sus órdenes. 

Sustituiría al Gobernador en el gobierno y administración el jefe u oficial 
con mayor graduación de la Estación naval, pero si ninguno tuviera la catego­
ría de Teniente de navío de primera clase, le sustituiría el Secretario del 
Gobierno. 

El Consejo de gobierno lo formarían el oficial de más graduación de la 
Estación naval, el Secretario del Gobierno y el Cura párroco, bajo la presiden­
cia del Gobernador. Su consulta era obligada en todos los asuntos graves, y 
potestativa en los que no lo fueran, aunque el Gobernador no tenía obligación 
de conformarse con sus dictámenes. 

Se autorizaba al Gobernador la enajenación de los edificios y granjas que 
el Estado tenía en la Colonia y que no considerase necesario conservar, excep-

28 Vid. Gaceta de Madrid de 28 de octubre de 1872. 
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to la iglesia, la llamada Casa de Piedra, que se utilizaba para alojamiento de 
empleados, y la que fue casa-misión de los jesuitas. 

Las atribuciones judiciales del Gobernador serían las correspondientes a 
las de los jueces de paz y de primera instancia de Cuba, y el conocimiento en 
segunda instancia de sus fallos correspondería a la Audiencia de la Habana. 
Las funciones de escribano de actuaciones y notario de la Colonia las desem­
peñaría el escribano-intérprete del Gobierno, funcionario nombrado por el 
Gobernador. 

El servicio sanitario y la asistencia de los funcionarios estaría a cargo del 
médico-cirujano de la Estación naval que designara el Gobernador. 

Una parroquia católica en Santa Isabel regentada por un cura nombrado 
por el Gobierno, sería la matriz de 1 as que en el futuro se establecieran en la 
Colonia. El párroco se ayudaría de un sacristán. 

La reforma de la administración de las posesiones ignoraba los trabajos de 
la Junta Consultiva, y mantenía el abandono relativo a que se refería Pellón, 
más acentuado aún, pues siguiendo las indicaciones de Felipe Canga Argüelles 
se redujo el personal oficial y, desde luego, no tuvo un régimen de gobierno 
civil, sino que continuó bajo la administración de la Armada. La mejor expli­
cación de la nueva organización nos la sugieren los presupuestos para el año 
económico de 1872/73 y su comparación con los de 1869/70 : 

créditos para 1872/73 créditos para 1869/70 

secc. 1.ª ..... Gracia y Justicia.... 8.500 ................. 7.220 ptas. 

secc. 2.ª ... .. Hacienda................ 3.750 ................ .. 6.750 ptas. 

secc. 3.ª..... Marina .................. 260.000 ................. .. 230.232 ptas. 

secc. 4.ª..... Gobernación.......... 33.000 ................... 59.150 ptas. 

secc. 5.ª..... Fomento............... 30.200 .................. 237.750 ptas. 
Créditos supletorios en la sección 

de Marina y otras ......... ............................................... 258.898 ptas. 

Total ................... .. 335.450 ........ ....... . 830.000 ptas. 

Estos datos por sí mismos indican que la Colonia es poco más que una 
pequeña estación naval, dotada de una goleta de hélice y un pontón. Ahora 
bien, si no se llevaba a cabo la colonización de la Isla, la Estación naval no 
tenía realmente ningún sentido, y éste va ser un dilema que estará latente 
durante años. La idea de abandonar las posesiones del Golfo de Guinea aun 
no se había disipado. 

La insurgencia armada cubana iniciada en 1868 va a tener graves repercu­
siones en Femando Póo, ya que siendo la Caja de Cuba la que satisfacía sus 
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presupuestos, va a tener problemas desde el año 1870 para poder cumplir ésta 
obligación. Tal es así, que desde éste año hasta 1874, Cuba llegó a deber a 
Femando Póo 223.931 pesos 17 centavos, por lo que la situación en la Colonia 
era por demás angustiosa, como se refleja en la comunicación del Gobernador 
Ignacio García de Tudela al Ministro de Ultramar el 5 de julio de 1874: 

... convencido como estoy de lo ineficaces de mis reclamaciones para que 
se nos envíen auxilios, porque no son ni siquiera contestadas; abrumado por 
las obligaciones que pesan sobre éste Gobierno, que no puede de ninguna 
manera satisfacer,.- profundamente afectado por los sufrimientos y privacio­
nes de mis subordinados, que son los consiguientes al atraso de trece men­
sualidades que se les adeudan y a su larga permanencia en éste país; enfermo 
de cuerpo y de espíritu, tanto por la perniciosa influencia de éste insano clima, 
como por la lucha incesante que estoy sufriendo desde que me hice cargo de 
éste destino hace año y medio, contra las penalidades que sufren y la miseria 
en que estan sumidos cuantos tengo a mis órdenes, me he visto en la impe­
riosa necesidad de dirigir al Excmo. Sr. ministro de dicho departamento, con 
ésta fecha, una comunicación en la que le ruego que se me releve de éste 
Gobierno ... 29. 

Su sucesor, Diego de Santiesteban buscará paliar la penuria del Gobierno 
de la Colonia con la enajenación de los restos del pontón "Alcedo", lo que con­
tará con la aprobación del Ministerio. De todas formas, la situación en 187 5 
era penosa3o, por lo que al margen de éstas soluciones momentáneas se busca 
la forma de que se puedan cumplir los presupuestos. Para paliar las obliga­
ciones de Cuba se determina, por un decreto de 5 de agosto de 1874, que el 
cumplimiento de los presupuestos de Femando Póo habría de corresponder en 
un 50% a la Gran Antilla, en un 34% a Filipinas y en el 16% restante a Puerto 
Rico. 

Esta solución, empero, no bastó, pues a mediados del año 1876 ya se acu­
mulaban notables deudas a la Colonia, pues las autoridades de Cuba, Filipinas 
y Puerto Rico no se mostraban muy diligentes en el momento de remitir tri­
mestralmente los fondos para su sostenimiento3 1• Esta situación no era coyun­
tural, sino que se mantuvo durante los años siguientes, y en el proyecto de pre­
supuestos de Femando Póo para 1878179 se veía la necesidad de consignar 
58.000 pesos para satisfacer atenciones que quedaron pendientes en los presu­
puestos de 18 7 4/7 5 y posteriores. 

El Ordenador de pagos del Ministerio Daniel de Moraza, el 20 de junio de 

29 A.G.A. África. Guinea. c.ª 709, exp.13 
30 Jradier, M., África, Madrid (Polifemo/Miraguano) 1994, p.72. 
31 Las deudas acumuladas del presupuesto de 1874175 y primer trimestre del de l 875176 se desgl~sa­

ban así: Cuba debía 287.879,18 ptas., Filipinas 63.031,92 ptas. y Puerto Rico 38.565,33 ptas. A.G.A. Afri­
ca. Guinea, c.ª 708, exp. 12. 
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